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El derecho a la defensa como sustento del principio de igualdad de armas en 

el proceso penal adversarial en Colombia1 

 

Nancy López Vergara 
 

Resumen 

La presente investigación analizó como objeto jurídico el principio de igualdad de 

armas frente al derecho a la defensa en el sistema penal colombiano. Tuvo como 

pregunta orientadora, por qué el reconocimiento de la víctima como interviniente 

especial vulnera el principio de igualdad de armas, lesionando el derecho de 

defensa, en el proceso penal acusatorio o adversarial. Y finalmente determinó que 

existe una desventaja de la defensa frente a fiscalía en el marco del proceso penal. 

En este trabajo científico se utilizaron los parámetros de la investigación 

exploratoria, el método de análisis-síntesis con contenido bibliográfico y de 

observación; y un enfoque funcionalista 

Palabras claves: Igualdad de armas, derecho a la defensa, proceso penal.  

Abstract 

This research analyzed as legal order the principle of equality of arms against the 

right of defense in the Colombian penal system. Guiding question was why the 

recognition of the victim as a special intervening infringes the principle of 

proportionality of weapons, injuring the right of defense in the criminal accusatory or 

adversarial process. And finally it determined that there is a disadvantage of defense 

against prosecution in criminal proceedings. 

He used parameters exploratory research, analysis-synthesis method; technical 

research, literature review and observation; and a structuralist approach. 

Keywords: Equality of arms, right to defense, criminal proceedings. 

                                                             
1 El presente artículo es resultado de la investigación presentado para obtener el grado en la Maestría en Derecho Procesal Penal de la 

Universidad Nueva Granada.  



Introducción 

A lo largo de la historia, las diferentes 

condiciones de orden social, político, 

económico, o el reconocimiento de 

derechos humanos como fundamento 

del Estado contemporáneo, entre 

otros, han permitido generar cambios 

profundos en los ordenamientos 

jurídicos a nivel mundial, que se 

traducen en transformaciones de las 

ramas del Derecho especialmente el 

penal.   

Para el caso de Colombia y en el 

marco del objeto jurídico de la 

presente investigación, se observarán 

variaciones de especial relevancia 

como la integración del derecho 

internacional al ordenamiento interno, 

que permitirá la posibilidad de una 

transición del modelo inquisitivo a la 

implementación del sistema penal 

acusatorio derivado del Acto 

Legislativo 02 de 2003, materializado 

con la Ley 906 de 2004, el cual, logra 

introducir como avance significativo, 

que en el proceso penal el principio de 

igualdad de armas sea una garantía 

para las partes –acusador-acusado-.  

Asimismo, frente a la víctima se 

concede por vía legal y jurisprudencial 

la calidad de interviniente especial con 

amplias facultades, aspecto que 

conlleva -en posición de la autora del 

presente artículo- el quebrantamiento 

del principio de igualdad de armas, 

lesionando principalmente a la parte 

representada en la Defensa, en 

derechos fundamentales como la 

igualdad y el debido proceso. 

Metodología 

Es relevante señalar que para cumplir 

los requerimientos metodológicos del 

estudio, fue necesario tener en cuenta 

los diferentes enfoques y parámetros 

del método deductivo: “a partir del cual 

se realizan inferencias producto de 

toda la información recabada para el 

avance de la estructura de 

investigación proyectada” (Hernández 

y otros, 2008, p. 37).  Es decir, se 

fundamentó la exposición teórica y 

conceptual de las diferentes partes del 

fenómeno objeto de estudio, de lo 

general a lo particular.  Vinculando 

diversas actividades teórico prácticas 

para el cumplimiento de los objetivos 

propuestos, y la búsqueda de una 

solución eficiente y viable al problema 

de investigación trazado. 

 



Resultados 

En concreto, se plantea un análisis 

jurídico explicativo desde el enfoque 

del derecho procesal penal, para 

desarrollar el principio de igualdad de 

armas.  Desde esta perspectiva se 

miran sus fases de diseño, 

formulación y  estructuración, a través 

del estudio riguroso de los referentes 

internacionales, la jurisprudencia de 

las altas Cortes, los mandatos de la 

Constitución Política y la legislación 

interna. Esta técnica está basada en la 

depuración del material consultado, 

que se escoge para la elaboración de 

los aspectos teóricos de la 

investigación” (Villamizar, 2013, p. 7).   

Ahora bien, luego de identificar y 

formular metodológicamente la 

propuesta, se da paso a la descripción 

de los núcleos problémicos, los cuales 

brindaran mayor claridad en la 

estructuración teórica y argumentativa 

de la investigación.  

Específicamente, se profundizará en 

lo referido a la actuación, con una 

reseña histórica, los derechos e 

influencia de las víctimas en diferentes 

etapas del proceso penal, en la 

medida que la línea jurisprudencial de 

las altas Cortes y la normatividad 

establece el reconocimiento de la 

víctima como interviniente especial y 

le otorga amplias facultades 

procesales.   

Así las cosas, la participación de las 

víctimas en el proceso penal, se 

configura como un núcleo 

problemático relevante, por el 

reconocimiento y otorgamiento de 

derechos en exceso por parte de la 

jurisprudencia, no obstante que no son 

sujetos procesales; a través de sus 

fallos se permite su intervención de 

manera amplía al punto que valida 

tácitamente una actividad 

independiente a la del ente acusador, 

controvirtiendo así el principio de 

igualdad de armas, pues deja a la 

defensa en una situación de 

desequilibrio, descontextualizando el 

sistema adversarial. 

En tales condiciones, es evidente 

que las facultades autónomas e 

independientes conferidas a las 

víctimas, consolidan una desigualdad 

estructural frente a las prerrogativas 

del imputado, pues mientras las 

víctimas pueden actuar por separado 

de la Fiscalía, la defensa lo hace de 



manera autónoma e independiente y 

de allí que se presente el desequilibrio.  

La víctima debe actuar a través del 

ente acusador, no por separado, es 

decir, en una unidad acusadora.  

  La anterior situación pone en 

evidencia las diferencias con el 

sistema penal  mixto inquisitivo  -Ley 

600 de 2000-, donde las víctimas eran 

admitidas como parte civil, empero, su 

participación solo iba encaminada a la 

reparación del daño de manera 

económica. 

Por vía jurisprudencial la Corte 

Constitucional (Sentencia C-228 de 

2002)  atendiendo los cambios y 

llamados internacionales respecto a 

los derechos de las víctimas, 

reconoció por primera vez que la 

actuación  de la víctima “no se limitaba 

exclusivamente a exigencias 

económicas, tenían también derecho  

a la verdad, a la justicia y  a la 

reparación integral, razón por la cual, 

concedió desde el inicio de la 

investigación penal, el roll de sujeto 

procesal, es decir, parte dentro del 

proceso penal”.  

“En el sistema penal acusatorio 

derivado del Acto Legislativo 02 de 

2003 se establece como un imperativo 

la necesidad de materializar el 

principio de igualdad de armas entre 

las partes intervinientes, lo cual 

implica para ellas la posibilidad de 

intervenir en el proceso en 

condiciones de equidad en lo relativo 

a derechos, oportunidades, medios de 

prueba y elementos de convicción” 

(Daza, 2009, p.121).  

Es así, como en el 2004 es aplicado 

el nuevo sistema penal con tendencia 

acusatoria o adversarial, donde 

surgen cambios significativos respecto 

de la participación de las víctimas 

dentro del proceso penal.  No 

obstante, si bien dicha participación ha 

sido regulada por el legislador, ha 

dejado vacíos que han tenido que ser 

desarrollados por la jurisprudencia de 

las altas cortes, las cuales 

desafortunadamente han dado paso a 

contradicciones entre ellas mismas. 

Ahora bien, de acuerdo con los 

razonamientos realizados se infiere 

que el objeto jurídico de la presente 

investigación corresponde a 

determinar si: el reconocimiento legal 

y jurisprudencial de la víctima como 

interviniente especial en el proceso 



penal adversarial con amplias 

facultades procesales, conllevaría a 

un escenario de ruptura del principio 

de igualdad de armas entre las partes 

en el marco del Sistema Penal 

Acusatorio de Colombia, lesionando 

principalmente a la parte representada 

en la Defensa, en derechos 

fundamentales como la igualdad y el 

debido proceso.   

Los temas que integran la estructura 

del estado del arte, se desarrollan en 

primer lugar, a partir de la explicación 

de conceptos de orden dogmático 

enfocado en principios relacionados 

con el tema estudiado, como la 

dignidad humana y la igualdad, en 

segundo término, se analizará lo 

referido a la libertad de armas, 

seguidamente, se aportaran 

antecedentes teóricos sobre las 

víctimas y su papel en el proceso 

penal, y finalmente, se realizará la 

formulación metodológica de la 

pregunta de investigación.    

En éste orden de ideas, corresponde 

señalar al tratadista Cesar Augusto 

Londoño Ayala (2011. p.198) en su 

libro “Bloque de Constitucionalidad”, 

quien define la dignidad humana 

como: “un principio propio de los 

Estados en que rige la Cláusula del 

Estado Social, constitucional y 

democrático de derecho, en el cual el 

individuo es reconocido como fin y no 

como forma o instrumento al servicio 

de la institucionalidad jurídica y social. 

Si no todo lo contrario, como sujeto 

fundamental protegido por el 

ordenamiento jurídico y la sociedad 

para permitirle la realización de sus 

posiciones fundamentales de modo 

real”.  

Este axioma, desde el marco jurídico 

en los referentes de derecho 

internacional, constitucional y 

jurisprudencial, reconoce al indiciado, 

imputado o acusado, como sujeto de 

protección y garantía de su dignidad 

humana, y se vincula con el principio 

de igualdad de armas, al otorgarle un 

mínimo de condiciones factico-

jurídicas que le aseguren sin 

limitaciones  su participación y 

desarrollo en el acontecer normativo y 

social en igualdad de términos y 

oportunidades. 

Ahora bien, según Luigi Ferrajolli 

(2009, p.17) Son valores jurídicos “el 

derecho a la igualdad, de naturaleza 



universal, en el sentido lógico de la 

cuantificación universal de la clase de 

sujetos que son titulares en la teoría 

del garantismo penal, los cuales 

aseguran la dignidad humana, la paz u 

otros valores ético-políticos que se 

decida, precisamente, asumir como 

fundamentales".  Es decir, en sentido 

general, el derecho a la igualdad 

permite el reconocimiento integral y 

universal de la persona ante el Estado 

y la sociedad como sujeto de 

derechos, y precisamente es en el 

escenario de un debate penal, cuando 

el individuo requiere por parte de la 

autoridad judicial, se le equiparen sus 

garantías para lograr ejercer sus 

derechos de manera plena.  

  Complementariamente, el autor en 

su obra de la teoría jurídica garantista, 

realiza una acertada anotación sobre 

el tema central de estudio, frente al 

cual indica que: “Para que la contienda 

se desarrolle lealmente y con igualdad 

de armas, es necesaria, por otro lado, 

la perfecta igualdad de las partes: en 

primer lugar, que la defensa esté 

dotada de la misma capacidad y de los 

mismos poderes que la acusación; en 

segundo lugar, que se admita su papel 

contradictor en todo momento y grado 

del procedimiento y en relación con 

cualquier acto probatorio, de los 

experimentos judiciales y las pericias 

al interrogatorio del imputado, desde 

los reconocimientos hasta las 

declaraciones testificales y los careos” 

(Ferrajolli,2009, p.23). 

Por otra parte, en el orden de los 

temas planteados, es pertinente 

exponer el punto de vista de Daza, 

Alfonso (2012), en su investigación 

sobre: Principios del régimen 

probatorio en el marco del sistema 

procesal penal en Colombia.  Donde 

se logró analizar para enriquecer la 

carga argumentativa del estudio, lo 

referido a los principios que rigen el 

proceso penal en Colombia y los 

principios que sustentan la actividad 

probatoria, de esta manera, se cuenta 

como un texto clave en la comprensión 

de todos los factores que intervienen 

en el desarrollo del tema analizado, 

concretamente, la parte probatoria, 

como expresión final del ejercicio 

jurídico entre las partes en la 

búsqueda de la obtención de justicia 

por parte del Juez.  

Ante la situación planteada, (Daza, 

2012, p. 229) describe esta relación 



como la base fundamental del sistema 

penal acusatorio donde: “se concreta 

en la existencia de dos partes 

antagónicas, acusador y acusado, en 

cuya relación interviene como tercero 

imparcial un juez, quien es el 

encargado de tomar una decisión que 

resuelva el conflicto con base en las 

pruebas que en su misma presencia 

se practiquen en desarrollo del juicio 

oral, público y concentrado”. 

Cabe agregar, que uno de los 

aportes de mayor relevancia 

corresponde a la diferenciación que, 

(Daza, 2012, p. 231)  realiza respecto 

al momento de transición del sistema 

procesal penal que ha sido modificado 

en su esencia, pasando de un sistema 

mixto a uno de tendencia acusatoria, a 

través de acto legislativo 03 de 2002 y 

sus posteriores desarrollos 

legislativos, a esto señala que: “se 

abandona el principio de la 

investigación como principal escenario 

del debate probatorio y el principio de 

permanencia de la prueba, que era su 

consecuencia, por el del juicio como 

principal escenario del debate 

probatorio. Esta situación permite 

decir que los actos anteriores al juicio 

son actos de investigación o de 

preparación del juicio, y se 

encuentran, necesariamente, dos 

investigaciones, una realizada por el 

ente acusador, como titular de la 

acción penal, y otra por la defensa”. 

Complementariamente (Daza, 2012, 

p. 233) refiere como principios 

particulares del proceso penal: “la 

oralidad, la lealtad, la gratuidad, y la 

publicidad, así como también dentro 

de sus normas rectoras establece 

principios que se refieren al régimen 

probatorio que ya han sido estudiados 

en el capítulo primero de esta obra, 

cuales son la contradicción, 

inmediación y concentración”. 

En resumen, el autor expone que: “la 

observancia plena de los principios, 

derechos y garantías es aspecto 

fundamental en el desarrollo del 

proceso, porque de ello depende, en 

gran medida, el éxito del mismo. Es 

por ello que los diferentes agentes del 

Estado que participan en el proceso 

penal, deben tener claridad respecto a 

la importancia de observar, acatar y 

proteger de manera plena los 

principios, formalidades y derechos 

que, como se ha dicho, están 

inmersos de manera esencial en el 



desarrollo del proceso penal”, como es 

para el caso concreto, el principio de 

igualdad de armas. 

El citado autor, en otro estudio 

desarrollado específicamente sobre el 

principio de igualdad de armas en el 

sistema procesal penal colombiano a 

partir del acto legislativo 03 de 2002 

(Daza, Alfonso, 2009).  Plantea en 

términos generales, un importante 

aporte a esta investigación, en la 

medida que ha contribuido a 

comprender el contexto histórico legal 

del objeto central, cuando expone 

diversos elementos teóricos que 

permiten inferir fácilmente que: “En el 

sistema penal acusatorio derivado del 

Acto Legislativo 02 de 2003 se 

establece como un imperativo la 

necesidad de lograr en el proceso 

penal el principio de igualdad de 

armas entre las partes intervinientes, 

lo cual implica para ellas la posibilidad 

de intervenir en el proceso en 

condiciones de equidad en lo relativo 

a derechos, oportunidades, medios de 

prueba y elementos de convicción” 

(Daza, 2009,p.121).  

Sobresalen planteamientos como 

que: “existe en el proceso penal 

colombiano, una balanza en contra de 

la parte defensora y a favor de la 

fiscalía, con desigualdades flagrantes 

derivadas de vacíos en el texto legal y 

de la forma en que los operarios 

judiciales interpretan el mismo” (Daza, 

2009,p.121), esta idea resulta válida 

para el autor, entre otros aspectos por: 

“la situación de desventaja en que se 

encuentra la defensa, como sujeto 

procesal, puesto que, la primera fase 

del proceso penal según la normativa 

vigente, no permite el normal 

desarrollo de la defensa técnica del 

imputado, como derecho fundamental, 

ni el conocimiento efectivo de las 

pruebas en su contra”. Un ejemplo de 

esto, se observa claramente en las 

audiencias como la de formulación de 

imputación, donde la norma procesal 

autoriza a que no se realice 

descubrimiento de pruebas por parte 

de la fiscalía, afectando la posibilidad 

de igualdad de oportunidades a la 

defensa, quien desconoce el origen 

probatorio de los cargos imputados.  

Finalmente, ” (Daza, 2009,p.142), 

advierte de manera enfática que: “la 

inclinación de la balanza en contra del 

procesado corre también por cuenta 

de la víctima, quien tiene la potestad 



de actuar en todas las audiencias que 

se realicen durante la investigación y 

el juzgamiento, haciendo el papel de 

coadyuvante de la fiscalía, lo que 

resulta a todas luces inadmisible”, a 

esto es pertinente agregar, que si a la 

víctima se le ha reconocido una 

condición de interviniente especial, en 

la medida que su fin en el proceso es 

obtener la verdad y la justicia, se debe 

tener en cuenta, que es necesario 

establecer unos límites a su actuación 

y controlar que su objetivo esté 

orientado al logro de una reparación 

integral y al reconocimiento de los 

componentes citados. 

En esta línea argumentativa teórica, 

cabe resaltar el trabajo de  Mendieta 

Cañas, (2015) relacionado con la 

eficacia del principio de igualdad de 

armas como amparo de los derechos 

constitucionales de defensa y debido 

proceso, y su aplicación en el ámbito 

probatorio del sistema procedimental 

penal acusatorio.  

Este referente teórico plantea un 

concepto clave para el estudio, el 

derecho de defensa, que se propone 

como parte del problema jurídico, 

respecto de la ruptura  al principio de 

la igualdad de armas, en cuanto el 

ente acusador tiene mayores recursos 

para el desarrollo de la investigación 

penal, del cual señala que: “es un 

derecho fundamental que contribuye a 

la búsqueda de la justicia, por lo que 

debe ser afianzado en los textos 

legales que conforman la base de 

cualquier democracia sólida. El 

debilitamiento de este derecho supone 

un perjuicio para el sistema de justicia 

y la libertad que dice defender. Así que 

tan solo las disposiciones 

constitucionales de un Estado social 

de derecho que irradian el 

ordenamiento jurídico pueden permitir 

al sistema penal un juicio justo” 

(Mendieta, 2015, p.4). 

Por otra parte, frente al tema del 

debido proceso (Mendieta, 2015) lo 

describe acertadamente como:  

Un principio según el cual toda 

persona tiene derecho a ciertas 

garantías mínimas, tendientes a 

asegurar un resultado justo y 

equitativo dentro de la actuación 

penal, al igual que establece un 

sistema de contrapesos que le dan la 

oportunidad al acusado de ser oído y 

hacer valer sus pretensiones frente al 

juez. Tal prerrogativa constituye el 

pilar esencial del derecho procesal en 

todo Estado social de derecho y se 

expresa en la exigencia de unos 



procedimientos en los que debe 

respetarse un marco normativo 

mínimo en pro de la búsqueda de 

justicia (p.10). 

Finaliza el autor su estudio, 

advirtiendo que: “la falta de 

cooperación estatal y de terceros 

puede crear desventajas 

fundamentales, por lo que solo se 

ayuda a una de las partes del proceso 

y no a la otra; esta desigualdad, sin 

duda, crea un campo de juego 

desigual. De esta manera, es 

fundamental, garantizar la idea de que 

la igualdad de armas debe ser 

adoptada para ajustarse a las 

necesidades de justicia de las partes 

al interior del proceso penal, en 

especial del acusado en aras de 

garantizar el derecho a la defensa y el 

debido proceso” (Mendieta, 2015, 

p.107).  

 
Prosiguiendo con el tema, Villarreal 

Olaya, (2015, p.4), propone un estudio 

clave sobre el Marco de condiciones 

para la correcta aplicación del 

principio de igualdad de armas en la 

audiencia de imputación del sistema 

penal acusatorio colombiano.  

 
Sobresale así, una acertada 

interpretación de (Villareal, 2015) 

cuando expone su punto de vista 

sobre el derecho a la defensa, el cual 

entiende como:  

 
Un derecho fundamental que nunca 

puede ser desplazado, ni siquiera 

bajo las circunstancias más 

extremas. Tan intangible es el núcleo 

esencial de los derechos 

fundamentales, que los actos del 

Estado no pueden afectarlos ni 

siquiera porque así lo dispongan los 

sujetos normativos titulares de los 

mismos. Finalmente, en aras de la 

aplicación del derecho de defensa en 

la audiencia de imputación del 

sistema penal acusatorio, se hace 

necesario el reconocimiento de la 

trilogía Persona humana, dignidad 

humana y derechos fundamentales; 

solo así, reconociendo este trípode 

en cabeza del indiciado y/o del 

imputado, se podrá hablar de la 

existencia del principio de igualdad 

de armas, ya que propicia una 

verdadera apertura del derecho de 

defensa (p.p.52-53). 

 
El autor concluye con su tesis 

central, respecto a “si surge la 

necesidad de establecer un marco de 

condiciones que controle las 

actuaciones del ente acusador y 

proteja los derechos fundamentales 

que puedan verse afectados en el 

proceso” con la finalidad de plantear la 

correcta aplicación del principio de 

igualdad de armas en la audiencia de 



imputación de cargos, sugiriendo 

inherentemente cambios en el 

funcionamiento de dicho sistema. 

 
Consecuente con lo anterior, otro 

autor,  (Trejo, 2014, p.2) realiza un 

importante análisis desde la óptica del 

derecho Español, frente a los 

problemas prácticos del proceso penal 

a la luz del principio de igualdad de 

armas como garantía constitucional 

del imputado.  Es así como se logra 

extraer de sus planteamientos  

aspectos como: “el sentido y alcance 

del principio de igualdad de armas, 

desde su fundamento constitucional, 

para postular que el mismo constituye 

una derivación del modelo acusatorio 

y contradictorio que consagra la 

Constitución Nacional, a partir del cual 

se perfila como una garantía del 

imputado”.  

En síntesis, para (Trejo, 2014), el 

principio de igualdad de armas en el 

proceso penal acusatorio es: 

Un principio o fundamento 

constitucional en el modelo 

acusatorio y contradictorio de 

enjuiciamiento penal, que tiene por 

finalidad subsanar el desequilibrio 

real que la persecución penal supone 

para el imputado. Para su 

efectivización requiere no sólo rodear 

al imputado de recursos para 

incrementar su capacidad defensiva 

sino también evitar otorgar facultades 

a la acusación que signifiquen un 

nuevo desequilibrio desfavorable 

para el inculpado, como otorgar a la 

víctima (constituida en querellante) la 

atribución de acusar autónomamente 

y de impugnar la desvinculación del 

imputado por sobreseimiento o por 

sentencia absolutoria (P.14). 

  

 En el marco de las observaciones 

anteriores, (Aguilar, Marcucci y 

Angarita, 2015), trabajan su 

investigación sobre la igualdad de 

armas entre la defensa técnica y el 

ente acusador en el marco de la ley 

906 de 2004, tema fundamental en el 

campo del derecho, que ayudo a 

profundizar, desde un análisis 

doctrinario y jurisprudencial, un 

énfasis teórico, para explicar la 

necesidad de implementar 

herramientas e instrumentos jurídicos 

y técnicos para el ejercicio de la 

defensa técnica y las desventajas 

frente al ente acusador en las etapas 

de proceso, donde este dispone de 

una estructura compleja y eficiente 

proveniente del Estado, que genera un 

desbalance en la relación procesal.  

 Cabe agregar, que el autor 

describe el principio de igualdad de 



armas, del procesado, en principio 

desde el derecho a la defensa y a la 

asistencia de un abogado escogido 

por él, o de oficio, desde el instante 

que tenga conocimiento de que está 

siendo objeto de investigación y 

durante todo el proceso, el cual debe 

ser público, oral, sin dilaciones 

injustificadas y con oportunidad para 

presentar y controvertir pruebas 

(Aguilar, y otros, 2015.p.195). 

 En materia de resultados 

aportados por la citada investigación 

al problema jurídico objeto de análisis, 

corresponde señalar el principal 

hallazgo de la relación procesal de las 

partes en el proceso penal colombiano 

que según (Aguilar, Marcucci y 

Angarita, 2015) se presenta como:  

un evidente desequilibrio entre el 

ente acusador y la defensa técnica al 

momento de ejecutar su autonomía 

en los actos de investigación, en 

especial por las limitaciones en 

materia de recursos económicos, el 

acceso a los medios técnicos y 

tecnológicos, la disponibilidad de 

expertos y colaboradores, así como 

de la falta de cultura por los 

ciudadanos del común que 

desconocen el rol del Investigador de 

la defensa en el proceso penal 

Colombiano, toda vez que existe el 

mito de que estas actividades están 

en exclusividad de los entes de 

Policía Judicial Estatales (p.197). 

Una última observación, sobre el 

objeto central de análisis, corresponde 

al trabajo de (Fernández, 2014), que 

propone: “El mito de la igualdad de 

armas”. El cual se desarrolla según su 

tesis, en el plano puramente 

normativo, indica además, que es “uno 

de los principios inherentes a la 

persona humana, un valor superior, 

una garantía de los justiciables que 

deriva directamente del artículo 13° 

Constitucional, un derecho prevalente 

que lleva ínsita la eliminación de la 

arbitrariedad y un mandato 

antidiscriminatorio, que, 

lamentablemente, hoy ha quedado en 

el terreno de la especulación teórica”. 

(Fernández, 2014, p.2) 

adicionalmente expone argumentos 

que reiteran el problema jurídico del 

presente estudio, el cual refiere a: si la 

actuación procesal desigual de una de 

las partes, conllevaría a un escenario 

de ruptura del principio de igualdad de 

armas y a una eventual lesión de los 

derechos fundamentales. Sobre esto 

advierte que:  

  Mientras el órgano de persecución 

penal accede a los hechos desde la 



noticia criminal y adelanta una 

indagación unilateral, indefinida, a 

espaldas del indiciado, este, 

sometido al flagelo de un secreto 

imaginario, solo puede defenderse, 

una vez adquirida la condición de 

imputado.  La disparidad estructural 

de fuerzas es manifiesta y vulnera 

derechos inmutables, intangibles y 

universales. “o permitir que la 

persona ejerza su derecho de 

defensa desde que se inicia una 

investigación en su contra, tenga está 

el carácter de preprocesal o procesal, 

es potenciar los poderes 

investigativos del Estado, sin razón 

constitucional alguna. 

 
Finalmente, sugiere que en contra de 

la parte procesal de la defensa, 

existen otros actores que 

desequilibran las cargas entre las 

partes del proceso, al referido 

(Fernández, 2014, p.3) señala que: “Al 

precario juicio oral, además del 

acusador y del acusado, acuden dos 

intervinientes: Ministerio Público y 

víctima, con potestad para pedir 

pruebas en contra del procesado y 

presentar alegatos sobre su 

responsabilidad. Asimismo, la 

pasividad probatoria del juez como 

instrumento de equiparación de armas 

aún no logra consolidarse y la 

apelación de las absoluciones 

convierte el derecho a la igualdad en 

una garantía ficticia”. 

 Evidenciando con esto, un mito del 

principio de igualdad de armas en la 

práctica jurídica, puesto que, no se ha 

logrado interpretar en Colombia, la 

filosofía y principios en los que se 

fundamenta el Sistema penal 

Acusatorio, permitiendo de esta 

manera, extralimitaciones de una de 

las partes y la afectación de derechos 

de la otra.  

Por otra parte, desde el punto de 

vista de la dogmática penal, (Pérez. 

2011) complementa con una 

interesante reflexión jurídica, que 

describe el papel de las víctimas ante 

la Corte Penal Internacional. 

Este estudio, permite una 

comprensión de la condición de 

víctima en el escenario internacional, 

concretamente se ha logrado extraer 

como tesis central, “la necesidad de 

humanizar el derecho internacional, 

donde podría explicarse como un 

triángulo en cuyo vértice superior se 

coloca al individuo y los otros dos 

vértices son la protección de los 

derechos humanos y la atribución de 

responsabilidad. Este proceso ha 



hecho que ciudadanas y ciudadanos, 

paso a paso, comencemos a ser 

considerados como sujetos directos 

de derechos y obligaciones en el plano 

internacional”.  

Corresponde resaltar, que este 

reconocimiento ha permitido en el 

caso de las partes de un proceso 

penal, acudir a instancias 

internacionales para la solución de sus 

litigios, cuando en los países donde se 

desarrollan sus respectivos procesos, 

no encuentran las garantías 

necesarias por parte del órgano 

judicial.  

Finalmente, sobresale del citado 

estudio, la afirmación que trata el 

proceso penal acusatorio, como un 

modelo garantista y “un avance tanto 

en la atribución de responsabilidad al 

individuo, como en la protección de los 

derechos humanos. Por lo tanto, la 

posibilidad de enjuiciar a quienes 

cometen los crímenes más graves 

para la comunidad es clave en la lucha 

contra la mayor aliada de los 

violadores de los humanos: la 

impunidad” (Pérez. 2011, p.34). Cabe 

agregar, los valiosos aportes, frente al 

papel de las víctimas, su especial 

condición de vulnerabilidad y los 

logros en materia de priorizar 

componentes como: la verdad, la 

justicia y la reparación integral.  

En el mismo orden de ideas, 

(Zuluaga, Cruz y Vélez. 2013) 

estudian las diferentes actuaciones de 

las víctimas y el reconocimiento de su 

participación en el proceso penal 

acusatorio. El desarrollo teórico de 

esta investigación, permitió recaudar 

referencias teóricas, normativas y 

jurisprudenciales de fundamental 

importancia, para comprender la 

estructura y funcionamiento del 

Sistema Penal Acusatorio colombiano, 

el cual como se ha señalado 

anteriormente, se instaura a partir de 

la Ley 906 de 2004. Respecto a esto, 

los autores afirman que luego de la 

entrada en vigencia de este modelo 

punitivo, “se desprendieron diferentes 

interrogantes como el papel de la 

víctima en el proceso penal y cómo 

funciona el aparato jurisdiccional del 

Estado para materializar los derechos 

a la justicia, verdad y reparación en la 

resolución del conflicto originado del 

punible” (Zuluaga, Cruz y Vélez. 2013, 

p.9). 



Sintetiza el autor, exponiendo los 

diferentes referentes que permiten 

entender el actual papel de la víctima 

en el modelo penal colombiano, y 

resalta la Jurisprudencia 

Constitucional, que en sentencias C- 

288 de 2002 y C-454 de 2006, “ha 

reivindicado los derechos de las 

víctimas de los delitos al ser 

consideradas como sujeto procesales, 

las cuales tienen en el proceso penal 

derecho equivalente e iguales que el 

procesado, además de garantías, 

permitiendo el ejercicio de amplias 

facultades tendientes a la satisfacción 

de derechos que antes le fueron 

restringidos, como a la verdad y 

justicia” (Zuluaga, Cruz y Vélez. 2013, 

p.11). 

Para ilustrar mejor los aportes 

obtenidos de los antecedentes 

teóricos seleccionados para 

estructurar el presente trabajo, y que 

han permitido orientar la pregunta de 

investigación en la dimensión jurídica 

del objeto de revisión temática, es 

pertinente señalar el estudio de 

(Mejía, 2014) que refiere a la 

participación de las víctimas en el 

sistema penal acusatorio colombiano, 

desde una perspectiva de la 

jurisprudencia de la Corte 

Constitucional. 

En general, (Mejía, 2014. P.10) 

advierte que: “la participación de las 

víctimas en el proceso penal 

Colombiano, se entiende en la 

sentencia C 228 de 2002, donde la 

variación jurisprudencial de la Corte 

Constitucional, marcó un antes y un 

después, a la participación y derechos 

de las víctimas en el proceso”. Es 

decir, se configura esta sentencia 

como un hito jurisprudencial en el 

cambio de enfoque de la Corte 

respecto a la forma de reconocer 

derechos a las víctimas, con ocasión a 

su intervención en un debate procesal, 

en la medida que pasa de una 

participación que solo iba dirigida a 

temas de reparación del daño 

causado en materia económica, a 

establecer que su actuación no se 

limitara exclusivamente a exigencias 

monetarias, la dimensión de sus 

derechos tenían también derecho  a la 

verdad, a la justicia y  a la reparación 

integral. 

Cabe anotar, que frente al problema 

jurídico planteado en el presente 

estudio, el cual refiere a la actuación 



procesal de las víctimas, y el 

reconocimiento legal y jurisprudencial, 

el trabajo de (Mejía, 2014), analiza y 

ofrece importantes elementos 

teóricos, cuando compara en el 

ordenamiento jurídico colombiano la 

participación de las víctimas de un 

sistema al otro, en este sentido, 

advierte acertadamente que:  

Es por ello que en el sistema mixto 

con tendencia inquisitiva como lo 

es la ley 600 de 2000, las víctimas 

representaban la parte civil, donde 

su participación solo iba 

encaminada frente a la reparación 

del daño de manera económica. 

Sin embargo, es por vía 

jurisprudencial que la Corte 

Constitucional en el año 2002 

atendiendo los cambios y 

llamados internacionales respecto 

a los derechos de las víctimas, por 

primera vez reconoció que la 

actuación de las víctimas no se 

limitaba exclusivamente a 

exigencias económicas, ya que 

también les correspondían los 

derechos a la verdad, justicia y 

reparación integral (P.10). 

 

Frente al caso estudiado, las 

conclusiones de (Mejía, 2014), 

refieren principalmente a que: 

La participación de las víctimas en 

Colombia debe estudiarse bajo los 

presupuestos de un Sistema Penal 

Acusatorio Constitucional, único en 

su especie, donde dichos postulados 

deben desarrollarse dentro de un 

Estado Social y Democrático de 

Derecho. la verdadera participación y 

derechos que actualmente tienen las 

víctimas en el Sistema Penal 

Acusatorio Colombiano, se 

desprende de la actual postura de la 

Corte Constitucional la cual “faculta a 

la víctima actuar directa y 

activamente en la etapa de 

investigación, asimilándose a una 

parte más dentro del proceso; por el 

contrario en la etapa de juzgamiento, 

escenario de gran relevancia dentro 

del proceso penal, ella debe someter 

sus intereses al ente acusador, toda 

vez que su participación es mínima, 

no pudiendo actuar directamente, 

convirtiéndose en un observador más 

del juicio (P.87). 

En general, se infiere del texto 

señalado, que en el ordenamiento 

jurídico colombiano, existen 

actualmente avances para el 

reconocimiento de los derechos de las 

víctimas, no obstante, es evidente un 

vacío frente a la materialización de los 

mismos, puesto que, el autor afirma 

enfáticamente que “en la tapa del 

juicio oral, la víctima se convierte en 

un apéndice del ente fiscal, no 

representando gran importancia para 

la búsqueda de verdad, justicia y 

reparación, dejando como 

consecuencia una revictimización a 



los vencidos del injusto penal” (Mejía, 

2014. P.89). 

El último antecedente sobre el tema 

de víctimas, corresponde al trabajo de 

(Márquez. 2006) desarrollado sobre: 

las víctimas en el nuevo sistema 

procesal acusatorio y su 

reconocimiento por la corte 

constitucional. 

La importancia del tema propuesto 

por el autor, para esta investigación 

radica según en que: “la víctima en el 

nuevo sistema acusatorio, va a tener 

un protagonismo fundamental en la 

solución del conflicto penal que surge 

con la comisión de un delito” 

(Márquez, 2006, p.127). Este 

planteamiento contribuye a 

profundizar en diferentes aspectos 

que integran parte del problema 

jurídico cuando refiere a la condición 

de la víctima, como interviniente 

especial (Sujeto procesal) en el 

proceso penal con amplias facultades 

procesales. 

Igualmente, el autor realiza una 

importante recomendación en su 

estudio, cuando advierte que se debe 

establecer una garantía jurídica tanto 

del acusado como de la víctima, 

puesto que: “se deben reconocer los 

derechos de las víctimas, como antes 

no se había hecho, no es en desmedro 

de los derechos del procesado” 

(Márquez 2006, p.138).  Cabe señalar, 

que esta equivalencia en la igualdad, 

permite ofrecer protección en los 

derechos a la defensa, principalmente 

a: “un tribunal imparcial, a ser oído y a 

participar en el proceso, juez natural, 

entre otros derechos, se predica tanto 

del sindicado como de la víctima, en 

un sentido estricto: bilateralidad, que 

se refleja en el respeto al debido 

proceso, que involucra principio de 

legalidad” (Márquez. 2006, p.138). 

En resumen, (Márquez. 2006, p.150) 

reitera que: “La víctima en el nuevo 

sistema procesal penal colombiano, 

es un verdadero sujeto procesal, con 

los mismos derechos de los demás 

intervienes en el proceso como son; el 

fiscal, el defensor y el Ministerio 

Público”. Idea que sustenta, un 

desequilibrio adicional a la relación 

entre las partes procesales, fiscalía y 

defensa, y con el reconocimiento de 

un tercer actor, dejaría 

indiscutiblemente un quiebre en la 

garantía del principio de igualdad de 



armas, generando una desventaja al 

procesado.   

Como complemento, a los diferentes 

temas desarrollados en el estado el 

arte, es preciso señalar a (Castañeda. 

2011) quien profundiza rigurosamente 

en materia de las garantías y la tutela 

judicial en la etapa de indagación e 

investigación en el proceso penal.  En 

términos generales, se analiza la 

problemática, que surge del tema 

expuesto, toda vez que, según expone 

el autor: “no puede haber justicia o 

acceso a la justicia sin garantías para 

los sujetos que en ella intervienen” 

(Castañeda, 2011.p.1). 

En este sentido, el citado trabajo, 

propone construir una premisa teórica 

respecto de las garantías judiciales y 

la tutela judicial, teniendo en cuenta 

los cambios constitucionales que han 

incidido en nuestra cultura jurídico 

penal, desde el punto de vista de las 

necesidades de la administración de 

justicia, en el marco de los principios y 

derechos fundamentales consagrados 

en la Constitución Política de 1991. 

(Castañeda, 2011).  

Para el caso objeto de estudio, y en 

ocasión al problema planteado, en la 

parte referida a la garantía del 

principio de igualdad de armas entre 

las partes, y a una eventual lesión de 

los derechos fundamentales como la 

igualdad y el debido proceso de una 

de las partes, la Defensa, el citado 

autor, muestra en la conclusión de su 

investigación que este principio si se 

lesiona significativamente, por 

ejemplo: “en la etapa de indagación, 

así como en la etapa de investigación, 

donde existen pruebas de cargo que el 

investigado no conoce, que su 

defensa técnica tampoco conoce, y de 

las cuales única y exclusivamente 

llegará a tener acceso, es decir, 

acceso a la administración de justicia, 

el día que se formalice la acusación” 

(Castañeda, 2011.p.25), aspecto que 

reduce a una de las partes, las 

posibilidades de defenderse de 

manera adecuada y la realización de 

acciones legales en las mismas 

condiciones que la parte acusadora. 

En síntesis, corresponde acudir a 

una referencia de naturaleza técnica, 

producto del trabajo de (Villegas, 

2012), que desde la escuela de 

estudios e investigaciones 

criminalísticas y ciencias forenses de 

la Fiscalía General de la Nación, 



desarrolla una guía metodológica 

sobre el juicio oral en el proceso penal 

acusatorio. Este material, permitió 

realizar una ubicación teórica 

principalmente de: “La etapa de juicio, 

cual es la más importante a la que 

deben enfrentarse los sujetos 

procesales, toda vez que los sitúa en 

la realización de una serie de 

audiencias en las que deberán 

confrontar sus planteamientos 

jurídicos, con miras a obtener un 

resultado favorable a sus 

pretensiones” (Villegas, 2012. P. 5). 

De otra parte, se logró conocer 

desde el punto de vista de la Fiscalía, 

el papel de este sujeto procesal en el 

marco del juicio oral, buscando con 

esto, analizar las diferentes 

actuaciones, y lograr establecer si el 

ente acusador desconoce el principio 

de armas, si existen extralimitaciones, 

etc., por contar con mayores 

herramientas legales y facultades 

respecto a la Defensa del procesado.  

Sobresale en este estudio, el análisis 

riguroso que se realiza sobre esta 

etapa procesal, desde la explicación 

jurídica de las siguientes audiencias: 

Audiencia de formulación de 

acusación. (Artículo 338 del CPP), 

Audiencia preparatoria (Artículo 355 

del CPP), (Audiencia de juicio oral. 

Artículo 366 del CPP) e Incidente de 

reparación integral y audiencia de 

individualización de pena y sentencia, 

(Artículo 102 del CPP). (Villegas, 

2012).  Momentos claves para 

entender el papel y actuaciones de 

cada parte en el proceso.  

Como actividad de cierre al 

desarrollo de esta parte de la 

investigación, se formulará la pregunta 

científica de investigación, como una 

inferencia lógica de la novedad que se 

requiere encontrar. De esta manera, 

de acuerdo con los razonamientos 

realizados en el estado del arte, 

corresponde determinar:  Por qué el 

reconocimiento legal y jurisprudencial 

de la víctima como interviniente 

especial en el proceso penal con 

amplias facultades procesales, 

conllevaría a un escenario de ruptura 

del principio de igualdad de armas 

entre las partes, lesionando 

principalmente a la Defensa, en sus 

derechos fundamentales como la 

igualdad y el debido proceso, en el 

marco del Proceso Penal Acusatorio 

de Colombia.  



El principio de igualdad de armas en el 

sistema penal acusatorio colombiano: 

análisis de la actuación procesal de las 

víctimas. 

Se pretenden fundamentar los 

presupuestos teóricos que orientan la 

implementación metodológica para 

responder la pregunta de 

investigación, como solución al 

problema jurídico identificado.  

Con referencia a lo anterior, se hace 

preciso abordar la siguiente clave 

teórica, para explicar la vulneración al 

principio de igualdad de armas en el 

sistema penal acusatorio colombiano. 

En este orden de ideas, se presenta el 

trabajo de Mendieta Cañas, (2015) 

relacionado con “la eficacia del 

principio de igualdad de armas como 

amparo de los derechos 

constitucionales de defensa y debido 

proceso, y su aplicación en el ámbito 

probatorio del sistema procedimental 

penal acusatorio”. Como el texto 

esencial de la línea de argumentación 

teórica. 

Ahora bien, este referente plantea un 

concepto clave para el estudio, el 

derecho de defensa, que se propone 

como parte del problema jurídico, al 

analizar las condiciones de igualdad 

de armas entre las partes del proceso 

penal de Colombia, y bajo el supuesto 

de una lesión a la igualdad de armas, 

en cuanto el ente acusador tienen 

mayores recursos para el desarrollo 

de la investigación penal, del cual 

señala que: “es un derecho 

fundamental que contribuye a la 

búsqueda de la justicia, por lo que 

debe ser afianzado en los textos 

legales que conforman la base de 

cualquier democracia sólida. El 

debilitamiento de este derecho supone 

un perjuicio para el sistema de justicia 

y la libertad que dice defender. Así que 

tan solo las disposiciones 

constitucionales de un Estado social 

de derecho que irradian el 

ordenamiento jurídico pueden permitir 

al sistema penal un juicio justo” 

(Mendieta, 2015, p.4). 

Además, la citada investigación, 

permite establecer que en el tema 

analizado, un factor recurrente en la 

afectación del principio de igualdad de 

armas frente a la actuación de la 

Defensa, es el hecho que: “los 

acusados, en la mayoría de los casos, 

discuten que los recursos son 

demasiado limitados como para 



apoyar su defensa. Por lo que 

presuponen que la fiscalía tiene 

prioridad ante el sistema penal” 

(Mendieta, 2015, p.6). 

Por otra parte, frente al tema del 

debido proceso (Mendieta, 2015) lo 

describe acertadamente como:  

Un principio según el cual toda 

persona tiene derecho a ciertas 

garantías mínimas, tendientes a 

asegurar un resultado justo y 

equitativo dentro de la actuación 

penal, al igual que establece un 

sistema de contrapesos que le dan la 

oportunidad al acusado de ser oído y 

hacer valer sus pretensiones frente al 

juez. Tal prerrogativa constituye el 

pilar esencial del derecho procesal en 

todo Estado social de derecho y se 

expresa en la exigencia de unos 

procedimientos en los que debe 

respetarse un marco normativo 

mínimo en pro de la búsqueda de 

justicia (p.10). 

Como complemento, se desprende 

de la jurisprudencia constitucional, 

algunos referentes doctrinales que 

ayudaran a fortalecer el objeto de 

estudio. Al respecto, (Villareal, 2015) 

con ocasión al principio de igualdad de 

armas, advierte que este se encuentra 

estrechamente ligado al principio 

universal del derecho de defensa, por 

consiguiente, sostiene que:   

Siendo que el derecho a la 

defensa en materia penal, 

encuentra una de sus más 

importantes y esenciale s 

expresiones en el principio de 

igualdad de armas, en procura de 

garantizar la protección de los 

indiciados frente a aquellas 

situaciones que desequilibran su 

actuación en el proceso penal y en 

la eficiencia y eficacia de la justicia 

por parte de la Fiscalía como titular 

de la acción penal (P. 5). 

 
 Luego de exponer los argumentos 

esenciales del estudio que integra la 

clave teórica que permitió describir la 

identidad y funcionalidad jurídica de la 

ruptura como novedad de la pregunta 

de investigación.  Corresponde 

analizar la parte de la argumentación 

de la ruptura epistémica, y el 

planteamiento general del marco 

teórico. 

De esta manera, es pertinente 

señalar que la dimensión del problema 

jurídico de investigación del presente 

marco teórico,  se desarrolla en la 

necesidad de satisfacer con 

suficientes argumentos, el vacío 

identificado de Eficacia, en la situación 

referida a si la actuación procesal de 

las víctimas, y el reconocimiento legal 

y jurisprudencial como interviniente 



especial en el proceso penal con 

amplias facultades procesales, 

conllevaría a un escenario de 

desequilibrio del principio de igualdad 

de armas entre las partes, y a una 

eventual lesión de derechos 

fundamentales.  

En este sentido, a continuación se 

analizan las sentencias más 

importantes en la materia desde una 

descripción breve y presentadas como 

una secuencia de decisiones 

jurisprudenciales que permitirán 

demostrar con suficientes elementos 

jurídicos y argumentación, la fisura 

epistémica que existe en el problema 

de investigación. 

En primer lugar, es relevante señalar 

que la Corte Constitucional con la 

sentencia hito C–228 de 2002, se 

aparta del precedente de la sentencia 

C-293 de 1995, que establecía que la 

participación de las víctimas en el 

proceso penal estaba encaminada 

para satisfacer aspectos económicos. 

Con la nueva postura se reconocen los 

derechos a la verdad, justicia y 

reparación.  

El principal fundamento de la 

variación jurisprudencial de la 

sentencia C-228 de 2002, es que 

anteriormente con la sentencia C-293 

de 1995, la Corte había realizado una 

interpretación exclusivamente de la 

ley y no de una manera amplia de la 

Constitución, del bloque de 

Constitucionalidad y de las tendencias 

de la comunidad internacional.  

La sentencia C-454 de 2006, acoge 

los postulados de la sentencia C-228 

de 2002, concediéndoles amplias 

facultades procesales a las víctimas 

en el nuevo Sistema Penal Acusatorio 

Colombiano. La Corte también 

desarrolla el derecho a probar que 

tienen las victimas que se deriva de los 

derechos a la verdad, justicia y 

reparación.  

En el mismo fallo, la Corte  manifiesta 

que no importa la denominación que 

se dé a las víctimas, esta es parte o 

interviniente, ya que lo 

verdaderamente importante es que se 

materialicen sus derechos. Pero 

configurándose en sus diferentes 

actuaciones en las etapas procesales, 

como un factor desequilibrante en 

contra de la Defensa.  

La sentencia C-209 de 2007, realiza 

una interpretación exclusiva de la ley a 



la hora de establecer la participación 

de las víctimas en el proceso penal, 

determinando que en el juicio oral 

impera el principio adversarial, por 

ende las victimas tendrán 

participación activa antes y después 

del juicio, excluyéndolas de poder 

actuar en el debate probatorio de la 

etapa de juzgamiento.  

La Corte Constitucional se contradice 

en su actual postura marcada con la 

sentencia C-209 de 2007, ya que le 

concede amplias facultades 

procesales a las víctimas en la etapa 

de investigación y en la audiencia 

preparatoria, y no establece límites 

específicos en la afectación de su 

injerencia sobre el proceso penal y la 

parte de la defensa.  

Finalmente, como se observa, el 

principio de igualdad de armas, pilar 

fundamental del sistema acusatorio, 

se traduce en un elemento esencial de 

la garantía del derecho de defensa, de 

contradicción, y más ampliamente del 

principio de juicio justo, y hace relación 

a un mandato según el cual, cada 

parte del proceso penal debe tener la 

potestad de presentar su caso bajo 

unas condiciones y garantías 

judiciales, que permitan equilibrar los 

medios probatorios que cada uno 

pretenda hacer valer. (C-536 de 

2008). 

De acuerdo con lo anterior, la Corte 

Constitucional en (sentencia. C-651-

2011) sintetiza acertadamente la 

participación de las víctimas en el 

proceso penal acusatorio, lo cual 

permitirá dimensionar el extenso rol de 

ésta y su injerencia frente a la carga 

que recibe la parte de la defensa, 

como resultado de su actuación. En 

este sentido, la jurisprudencia señala 

que:  

En principio, actúa en la etapa de 
investigación, está facultada para 
solicitar pruebas ante el juez de 
control de garantías; en la etapa 
de imputación puede intervenir y 
pronunciarse sobre, las que 
considera, omisiones de la 
Fiscalía General de la Nación; en 
la etapa de acusación formular 
acusaciones o manifestarse sobre 
las posibles causales de 
incompetencia, recusaciones, 
impedimentos o nulidades; en la 
audiencia preparatoria tiene 
derecho a pedir pruebas, a 
solicitar exclusión de evidencia o a 
oponerse a la misma, entre otras; 
y una vez finalizada la etapa 
probatoria, tiene facultad de 
controvertir pruebas. Así, la 
víctima participa en todas las fases 
procesales, preclusión, archivo y 
absolución o condena, según el 
caso. 



Agrega la corporación 

constitucional que además las 

victimas están facultadas para: 

“intervenir en los preacuerdos y 

negociaciones con poder de afectar su 

derecho a un recurso judicial efectivo 

para obtener la garantía de los 

derechos a la verdad, la justicia y la 

reparación integral” (sentencia C-516 

de 2007).  

Otros derechos de las víctimas 

corresponde a aquellos en materia 

probatoria. En la (C-454 de 2006), la 

Corte “realizó un estudio sistemático 

de las normas que concurren a 

estructurar un esquema de 

intervención de las víctimas en 

materia probatoria, conforme al 

modelo diseñado por la ley 906 de 

2004. En esa oportunidad, la Corte 

reiteró que hacen parte esencial del 

derecho de las víctimas a la verdad, a 

la justicia y a la reparación, los 

derechos a probar y a intervenir en los 

diferentes momentos procesales, sin 

limitante alguno”.  

Asimismo les pertenece el derecho 

a “participar en la formulación de la 

acusación con el fin de elevar 

observaciones al escrito de acusación 

o manifestarse sobre posibles 

causales de incompetencia, 

recusaciones, impedimentos o 

nulidades”, esto garantizado en la 

sentencia C-209 de 2007. También la 

(sentencia C-979 de 2005), en la que 

garantizó su derecho a solicitar la 

revisión extraordinaria de las 

sentencias condenatorias. 

Finalmente, la (Sentencia C-651-

2011) reafirma que la intervención de 

la víctima en el procedimiento penal 

debe darse:  

No sólo en las fases de las etapas 
pre procesal y procesal, sino en 
todos los escenarios, pues esta ha 
sido la tendencia de la 
jurisprudencia constitucional. 
Incluso, ante figuras procesales 
similares en sus efectos, como la 
petición de archivo de la indagación, 
la preclusión de investigación o la 
aplicación del principio de 
oportunidad, la Corte ha aducido 
que debe reconocerse facultades a 
las víctimas a fin de que puedan 
presentar sus opiniones y 
pretensiones, y tengan la posibilidad 
de allegar y solicitar pruebas en 
procura de la defensa de sus 
derechos. 

En dicho caso, el Juez valorará los 

motivos que sustentan la no solicitud 

de la medida por parte del Fiscal, de 

esta forma entre las normas más 

trascendentales que otorgan 

facultades a la víctima, el legislador  



introduce modificaciones  al artículo 

306 de la Ley 906 de 20004, así:  

El fiscal solicitará al Juez de Control de 

Garantías imponer medida de 

aseguramiento, indicando la persona, 

el delito, los elementos de 

conocimiento necesarios para 

sustentar la medida y su urgencia, los 

cuales se evaluarán en audiencia 

permitiendo a la defensa la 

controversia pertinente. 

Escuchados los argumentos del fiscal, 

el ministerio público, la víctima o su 

apoderado y la defensa, el juez emitirá 

su decisión. 

La presencia del defensor constituye 

requisito de validez de la respectiva 

audiencia. 

La víctima o su apoderado podrán 

solicitar al Juez de Control de 

Garantías, la imposición de la medida 

de aseguramiento, en los eventos en 

que esta no sea solicitada por el fiscal. 

Conclusiones 

Se ha logrado establecer que la 

actuación procesal de las víctimas, y 

el reconocimiento legal y 

jurisprudencial como interviniente 

especial en el proceso penal con 

amplias facultades procesales, 

conlleva a un escenario de ruptura del 

principio de igualdad de armas entre 

las partes, y a una eventual lesión de 

los derechos fundamentales como la 

igualdad y el debido proceso de una 

de las partes, la Defensa. 

Lo anterior porque la víctima está 

ejerciendo la misma función que el 

fiscal, y desde esa perspectiva son 

dos las partes que se enfrentan al 

imputado, representado por su 

defensor, lo que es peyorativo para su 

situación. Téngase en cuenta que 

dicha intervención inicia desde el 

mismo momento en que se presenta la 

denuncia y a través de la búsqueda y 

aporte de evidencia para el juicio. 

Súmese a lo expuesto la facultad que 

tiene la víctima de solicitar la práctica 

de pruebas ante el juez de garantías, 

lo que deja en desventaja al 

denunciado, cuando desconoce los 

hechos por los cuales está siendo 

investigado; asimismo puede la 

víctima acudir a solicitar la imposición 

de una medida de aseguramiento, aún 

en disenso de lo que estime el ente 

acusador, lo que evidencia su 

actuación como sujeto procesal 

prevalente ante las facultades del 

propio investigado.  

Luego el debate jurídico entre 

defensa y fiscalía, resulta desigual con 

la intervención preponderante de la 



víctima en las diferentes etapas del 

proceso, lo que obliga a la defensa a 

asumir la carga no solo del ente 

acusador, Fiscalía General de la 

Nación, sino de la víctima y su 

representante, quienes con su 

actuación agudizan la tensión y un 

escenario de ruptura del principio de 

igualdad de armas. 

Vistas así las cosas, resulta evidente 

el desequilibrio de la balanza en 

perjuicio de la defensa lo que vulnera 

la esencia del sistema penal tendiente 

acusatorio o adversarial, desde la 

óptica del derecho de defensa y del 

debido proceso. 

Si bien es cierto que la víctima debe 

tener una representación en el 

proceso penal, dicha intervención 

debería ser exclusivamente a través 

de la fiscalía general de la nación, 

pues es con ella que debe resolver sus 

peticiones y pretensiones y no de 

manera autónoma como lo ha 

permitido la jurisprudencia, bajo el 

entendido de que es un interviniente 

especial, cuando en realidad, le está 

otorgando la calidad de  sujeto 

procesal. 

Véase que en aras de logar obtener 

la verdad, la justicia y la reparación, 

finalmente lo que la jurisprudencia ha 

hecho, es replicar esta función, pues 

lo cierto es, que la administración de 

justicia a través de sus 

representantes, debe dirigir su misión 

a obtener estos fines.   

Asimismo, es pertinente señalar, 

luego de los argumentos expuestos, 

que para conservar la esencia del 

modelo adversarial (confrontación 

entre acusado y acusador), debe 

revisarse y controlar la posibilidad de 

actuación directa de la víctima en las 

diferentes fases del proceso penal, lo 

cual indiscutiblemente incrementa las 

posibilidades de éxito en el debate 

jurídico a favor del fiscal. Situación que 

en general ocasiona un impacto que 

lesiona el principio de igualdad de 

armas, en la medida que la 

participación desproporcionada de la 

víctima, es un elemento que 

quebranta los fines, la estructura y 

formas propias del sistema penal 

acusatorio y adversarial en Colombia.   

Se concluye que existe un vacío 

jurídico que debilita la esencia del 

modelo adversarial (confrontación 



entre acusado y acusador), debido a 

que actualmente la teoría y la práctica 

encuentran contradicciones durante el 

desarrollo del proceso, y las 

actuaciones de las partes, se  

presenta un desequilibrio entre el ente 

acusador y la defensa técnica al 

momento de ejecutar su autonomía en 

los actos de investigación, asimismo, 

se evidencia la intervención de la 

víctima, como una carga mayor para la 

defensa, en la medida, que refuerza 

los elementos en contra del 

procesado, y a favor de la Fiscalía, es 

necesario establecer límites legales y 

jurisprudenciales que equilibren las 

actuaciones y la igualdad de 

condiciones y de oportunidades de los 

intervinientes en el proceso penal.   
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